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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.
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TEMAS:
DEBIDO PROCESO / INCLUSIÓN EN EL REGISTRO ÚNICO DE VICTIMAS –RUV– DE LA UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL DE LAS VÍCTIMAS –UARIV– / TÉRMINO PARA SOLICITARLO / EL RECHAZO DE LA INCLUSIÓN NO PUEDE FUNDARSE ÚNICAMENTE EN LA EXTEMPORANEIDAD DE LA PETICIÓN.
La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, o cuando este sea ineficaz, o para evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio mientras la justicia decide.

No obstante, el carácter residual de éste mecanismo de protección especial, de siempre ha reconocido la Corte Constitucional la situación de extrema vulnerabilidad y desprotección que afrontan las personas que han sufrido desplazamiento forzado como consecuencia del conflicto armado, razón por la cual ha reconocido en ellas la condición de sujetos de especial protección y en virtud de ello ha considerado procedente la acción de tutela para amparar los derechos de éste golpeado sector de la población. (…)
Fija la Ley 1448 de 2011, por medio de “la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones”, en el artículo 61 el término con el que cuentan las víctimas de desplazamiento forzado para rendir su declaración, siendo éste de dos (2) años después de la ocurrencia del hecho victimizante…
… en el Parágrafo 2° se estable que “en las declaraciones presentadas dos años después de la ocurrencia del hecho que dio lugar al desplazamiento forzado, el funcionario del Ministerio Público deberá indagar sobre las razones por las cuales no se llevó a cabo con anterioridad dicha declaración, con el fin de determinar si existen barreras que dificulten o impidan la accesibilidad de las víctimas a la protección del Estado…
De acuerdo con la línea jurisprudencia de la Corte Constitucional…, es claro que el presente asunto la entidad accionada no se ha pronunciado de fondo respecto a la solicitud de inclusión en el RUV, en tanto no ha analizado los hechos en que se funda la petición, pues no se ha determinado: i) si estos concuerdan con la situación de orden público de la zona ii) si los actores del conflicto que identifica la accionante como victimarios operaban en la región, iii) la identificación de las personas cuyo asesinato originó el desplazamiento de la tutelante y la investigación al respecto, así como el lugar de asentamiento luego de tal suceso, entre otros hechos que está en la facultad de indagar para determinar la veracidad del relato fáctico de la demandante, máxime cuando éste tuvo origen en el año 2002, esto es hace más de 16 años.

Lo anterior lleva a concluir que, entendiendo que de acuerdo a la jurisprudencia constitucional la negativa de inclusión en RUV no puede soportarse únicamente en la extemporaneidad de la declaración, se hace necesario amparar el debido proceso del cual es titular la señora…
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, ocho de mayo de dos mil diecinueve
Acta N° 0         8 de mayo de 2019
Procede la Sala Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a decidir la impugnación formulada por la Unidad para la Reparación y Atención Integral de Víctimas contra la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda) el seis 6 de marzo de 2019, dentro de la acción de tutela que le promueve el señor YODALI DE JESÚS HERNANDEZ LARGO.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica la señora Yodali de Jesús Hernández Largo que el día 14 de enero de 2016 rindió declaración del desplazamiento forzado del cual fue víctima ante la Personería del municipio de Quinchía; no obstante la Unidad para la Reparación y Atención Integral de Víctimas al momento de estudiar la solicitud de inclusión en el registro único de víctimas, la negó por extemporánea.

Refiere que frente a dicha decisión solicitó la revocatoria directa, toda vez que no interpuso los recursos de manera oportuna.  Mediante Resolución No 20188573 de 2018, nuevamente la entidad reitera la negativa de incluirla en el RUV, a pesar de su condición de miembro del Cabildo Indígena de la comunidad Karambá de Quinchía; que se presentó a declarar con sus hijos menores de edad y el trato diferenciados que le han dado a otros miembros de comunidad indígena a pesar de que también han presentado la declaración por fuera de término, como por ejemplo los señores Marta Dorelci Morales Cardona, Hernando de Jesús Ladino Bartolo y Víctor Alfonso León Sánchez.

Sostiene que la negativa de la entidad vulnera sus derechos fundamentales a la igualdad, a la dignidad humana y al debido proceso, por lo tanto solicita su protección y como consecuencia se ordene a la UARIV incluirla en le registró único de víctimas, al igual que sus hijos Eduardo Antonio, Rosa Amelia y Jaider Andrés García Hernández.

TRÁMITE IMPARTIDO

La acción de tutela correspondió por reparto al Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía Rda, quien la admitió  contra la Dirección Técnica de Registro y Gestión de la Información de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctima, concediéndole el término de dos (2) días para ejercer el derecho de defensa.

En comunicación de fecha 2 de marzo de 2018, la Unidad para las Víctimas indicó que las resoluciones por medio de las cuales se negó la inclusión de la actora y su grupo familiar en el registro único de víctimas se encuentra debidamente motivada conforme el marco normativo de justicia transicional y la jurisprudencia constitucional relacionada.

También hace notar la accionada la improcedencia de la acción de tutela cuando la entidad ha cumplido con el deber de protección para con los desplazados, pues considera que en este caso la Unidad ha adelantado todas las acciones tendientes a salvaguardar los derechos fundamentales invocados, correspondiendo a la peticionaria iniciar las acciones judiciales idóneas para controvertir la decisión de la entidad.

Finalmente, frente a la  protección que reclama la actora, afirma que se configuró el hecho superado, ya que es claro que no incurrió en la vulneración alegada.

Mediante providencia de fecha seis de marzo de 2019, el juzgado de conocimiento advirtió que la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas -UARIV- vulneró el derecho fundamental a la igualdad de la señora Yodali de Jesús Hernández Largo, con la negativa de incluirla en el Registro Único de Desplazados, cuando quedó demostrado que otros miembros de la comunidad indígena del que hace parte fueron inscritos, a pesar de que también formularon su declaración de manera extemporánea.

Sostuvo también el juez primigenio que resultan válidas las razones alegadas por la actora para no declarar oportunamente, como el desconocimiento de la existencia de un término para ello y el temor de las represalias por parte del grupo al margen de la ley que generó su desplazamiento.

Consecuente con el análisis anterior, dispuso la protección pretendida, ordenando a la UARIV incluir al demandante en el RUV, previa anulación de los actos administrativos que negaron tal beneficio.

Inconforme con lo decidido la entidad accionada impugnó la decisión trayendo a consideración iguales argumentos a los expuestos al momento de dar respuesta a la acción e insistiendo en la extemporaneidad de la declaración del hecho victimizante por parte de la actora. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA

El asunto bajo análisis plantea a la Sala el siguiente problema jurídico.

¿Es procedente la acción de tutela para dejar sin efecto el acto administrativo que negó la inclusión de la actora y su grupo familiar en el registro único de desplazados?

Antes de abordar el interrogante formulado, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. PROCEDENCIA DE LA ACCION DE TUTELA.

Según el inciso 3° del mismo canon, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, o cuando este sea ineficaz, o para evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio mientras la justicia decide.

No obstante, el carácter residual de éste mecanismo de protección especial, de siempre ha reconocido la Corte Constitucional la situación de extrema vulnerabilidad y desprotección que afrontan las personas que han sufrido desplazamiento forzado como consecuencia del conflicto armado, razón por la cual ha reconocido en ellas la condición de sujetos de especial protección y en virtud de ello ha considerado procedente la acción de tutela para amparar los derechos de éste golpeado sector de la población
.
2. DE LA DECLARACIÓN DEL HECHO VICTIMIZANTE – DESPLAZAMIENTO FORZADO.
Fija la Ley 1448 de 2011, por medio de “la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones”, en el artículo 61 el término con el que cuentan las víctimas de desplazamiento forzado para rendir su declaración, siendo éste de dos (2) años después de la ocurrencia del hecho victimizante, siempre y cuando estos hechos hubiesen ocurrido a partir del 1º de enero de 1985. 

También se establece en la citada disposición que “la valoración que realice el funcionario encargado de recibir la solicitud de registro debe respetar los principios constitucionales de dignidad, buena fe, confianza legítima y prevalencia del derecho sustancial”.
Además en el Parágrafo 2° se estable que “en las declaraciones presentadas dos años después de la ocurrencia del hecho que dio lugar al desplazamiento forzado, el funcionario del Ministerio Público deberá indagar sobre las razones por las cuales no se llevó a cabo con anterioridad dicha declaración, con el fin de determinar si existen barreras que dificulten o impidan la accesibilidad de las víctimas a la protección del Estado. En cualquier caso, se deberá preguntar sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar que generaron su desplazamiento para contar con información precisa que permita decidir sobre la inclusión o no del declarante al Registro”. 

Y el Parágrafo 3° señala que “En evento de fuerza mayor que haya impedido a la víctima del desplazamiento forzado rendir la declaración en el término establecido en el presente artículo, se empezará a contar el mismo desde el momento en que cesen las circunstancias motivo de tal impedimento. La víctima de desplazamiento forzado deberá informar al funcionario del Ministerio Público, quien indagará por dichas circunstancias y enviará la diligencia a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas para que realice las acciones pertinentes de acuerdo a los eventos aquí mencionados”.

Respecto al tema la Corte Constitucional en Sentencia T-211-10 determinó que la condición de desplazado se adquiere por el acaecimiento de una situación material que se configura de facto y no por el registro en el RUPD hoy RUV, pues esto último es una mera constatación de los hechos, en cuyo análisis puede intervenir el juez de tutela, si advierte que la entidad ha tomado una decisión alejada de los parámetros legales o constitucionales.   Para esa Alta Magistratura deben tenerse en cuenta los criterios establecidos en la T-468 de 2006, en orden a determinar si una persona tiene derecho a la protección especial del Estado, por su condición de desplazado.  Dichos parámetros son:

“… (i) la protección legal que debe prestar el Estado, por medio de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional (antes Red de Solidaridad Social), es únicamente para la población desplazada por causa del conflicto armado interno. A su vez, (ii) la condición de desplazado, en tanto situación de hecho, se adquiere de facto y no depende de la certificación que de ello hagan las autoridades pertinentes. Esto en virtud de la interpretación más favorable a quien solicita ser reconocido como desplazado, que deben hacer las autoridades al aplicar las normas relativas a su protección. Así como también, (iii) se deberá hacer prevalecer el principio de la buena fe en la evaluación que las mencionadas autoridades realicen, para establecer la procedencia de la inscripción en el Registro Nacional de Desplazados”.

Recientemente, en la Sentencia T-393-2018, la misma Corporación sostuvo:

“Así, respecto al término establecido en el artículo 155 de la Ley 1448 de 2011, la Corte en sentencia T- 519 de 2017
 señaló que este plazo no puede considerarse inflexible y ajeno a situaciones especiales de personas que, por distintas circunstancias (como, por ejemplo, el tipo de hecho victimizante que han padecido), tarden largo tiempo en decidir declarar como víctimas ante el Ministerio Público.

Ahora bien, contra esta posición la Corte Constitucional, en reiteradas ocasiones, afirmó que a una persona víctima de desplazamiento forzado no se le podía negar la inscripción en el Registro Único de Población Desplazada
 (en adelante, el “RUPD”) con base exclusivamente en la extemporaneidad de la declaración, pues, dicha condición “no se adquiere por virtud del acto formal de inscripción sino por el hecho cierto del desplazamiento”
.
3. DEL ANÁLISIS DE DERECHOS NO INVOCADOS POR EL ACCIONANTE.
La Corte Constitucional ha sostenido que dada la informalidad de la acción de tutela, cuando el accionante no invoca expresamente la totalidad de los derechos vulnerados, el juez de tutela no solamente tiene la facultad, sino la obligación de proteger todos los derechos que según las pruebas aportadas dentro del proceso encuentre vulnerados, de conformidad con lo establecido en los artículos 3 y 14 del Decreto 2591 de 1991. 

Es así, que el Alto Tribunal Constitucional en la T-172-16: 


“La función principal de la acción de tutela es la real defensa y efectiva protección de los derechos fundamentales, por lo que el juez constitucional no está sometido al petitum, sino que se encuentra facultado para estudiar la vulneración de otros derechos fundamentales, así el actor no los haya invocado expresamente en la demanda de tutela
.

Lo anterior, ya que  esta Corporación ha señalado que corresponde a los jueces constitucionales “encontrar la esencia y la verdadera naturaleza de la situación jurídica puesta en conocimiento de la jurisdicción constitucional de los derechos fundamentales, para asegurar la más cabal protección judicial de los mismos y la vigencia de la Carta en todos los eventos en que se reclame su amparo por virtud del ejercicio de la acción de tutela”
”
4. CASO CONCRETO

De acuerdo con el relato fáctico, la actora se duele de la negativa de la entidad  accionada de incluirlo en el Registro Único de Victimas – RUV, debido a que la declaración del hecho victimizante –desplazamiento forzado–, fue realizada de manera extemporánea ante la Personería del municipio de Quinchía, decisión que si bien no recurrió en su oportunidad, fue objeto de revisión por parte de la accionada al momento de resolver la revocatoria directa, la cual no arrojó resultados diferentes.

La entidad accionada por su parte considera que no existe mérito para considerar que en el caso de la señora Hernández Largo medió la fuerza mayor como impedimento para realizar su declaración de manera oportuna.

De acuerdo con la línea jurisprudencia de la Corte Constitucional anteriormente citada, es claro que el presente asunto la entidad accionada no se ha pronunciado de fondo respecto a la solicitud de inclusión en el RUV, en tanto no ha analizado los hechos en que se funda la petición, pues no se ha determinado: i) si estos concuerdan con la situación de orden público de la zona ii) si los actores del conflicto que identifica la accionante como victimarios operaban en la región, iii) la identificación de las personas cuyo asesinato originó el desplazamiento de la tutelante y la investigación al respecto, así como el lugar de asentamiento luego de tal suceso, entre otros hechos que está en la facultad de indagar para determinar la veracidad del relato fáctico de la demandante, máxime cuando éste tuvo origen en el año 2002, esto es hace más de 16 años.

Lo anterior lleva a concluir que, entendiendo que de acuerdo a la jurisprudencia constitucional la negativa de inclusión en RUV no puede soportarse únicamente en la extemporaneidad de la declaración, se hace necesario amparar el debido proceso del cual es titular la señora Yodali de Jesús Hernández Largo y los miembros del grupo familiar con el cual se desplazó de la zona rural del municipio de Quinchía la cabecera municipal.

Respecto a la vulneración del derecho a la igualdad tutelado en primera instancia, vale la pena anotar que el mismo no se evidencia vulnerado, pues a pesar del análisis que hizo el juez de la causa, no hay evidencia en el plenario que los señores María Dorelci Morales Cardona, Hernando de Jesús Ladino Bartolo y Víctor Alfonso León Sánchez pertenezcan a las comunidades indígenas Embera Chami y Guaquerames, pues no obra certificación expedida por la autoridad competente que así lo acredite.  En este punto es preciso señalar que la Personería Municipal de Quinchía, al atender el requerimiento del Juzgado -fl 20 y 21-, fue clara en señalar que en los formatos que estas personas presentaron ante esa entidad, manifestaron pertenecer a dichos grupos étnicos.

Ahora, también se desconoce los hechos que originaron sus declaraciones y los motivos por los que la UARIV decidió, en estos casos específicos, incluirlos en el RUV pese a que rindieron su versión por fuera del término señalado en el artículo 155 de la Ley 1448 de 2011, es decir, no hay certeza si se trató de eventos en los que se acreditó la fuerza mayor como justificación de la actuación tardía de los solicitantes o si medió la intervención del juez constitucional para ordenar su inscripción en el Registro Único de Víctimas.  De allí que no sea propio mantener la orden de primera instancia, en consideración a que se desconoce que se trata de las mismas situaciones fácticas que hoy ocupa la atención de la Sala.
En el anterior orden de ideas, se modificarán los ordinales primero y segundo de la sentencia impugnada para en lugar de amparar el derecho a la igualdad, ordenar la protección del debido proceso del cual es titular la accionante y su grupo familiar y en consecuencia ordenar a la Dirección Técnica de Registro y Gestión de la Información de la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas –Dirección Técnica de Registro y Gestión de la Información, a través de la doctora Gladys Celeide Prada Pardo, o quien haga sus veces para que, en el término improrrogable de cuarenta y ocho horas (48) horas contadas a partir de la notificación que se haga de este proveído, proceda a analizar la solicitud de inclusión en el RUV presentado por la señora Yodali de Jesús Hernández Largo y su grupo familiar, conformado por Eduardo, Rosa Amelia y Jaider Andrés García Hernández, sin que sea posible aducir como causal de rechazo la extemporaneidad de las declaraciones rendidas por estos ante la Personería Municipal de Quinchía.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: MODIFICAR los ordinales PRIMERO y SEGUNDO de la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda), el día 6 de marzo de 2019, el cual quedará así:

“PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental al debido proceso de la señora YODALI DE JESÚS HERNÁNDEZ LARGO, identificada con la cédula de ciudadanía No 25.038.445

SEGUNDO: Ordenar a la Dirección Técnica de Registro y Gestión de la Información de la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas –Dirección Técnica de Registro y Gestión de la Información, a través de la doctora Gladys Celeide Prada Pardo, o quien haga sus veces para que, en el término improrrogable de cuarenta y ocho horas (48) horas contadas a partir de la notificación que se haga de este proveído, proceda a analizar la solicitud de inclusión en el RUV presentado por la señora Yodali de Jesús Hernández Largo y su grupo familiar, conformado por Eduardo, Rosa Amelia y Jaider Andrés García Hernández, sin que sea posible aducir como causal de rechazo la extemporaneidad de las declaraciones rendidas por estos ante la Personería Municipal de Quinchía.”.

SEGUNDO: CONFIRMAR  en todo lo demás la providencia impugnada.

TERCERO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.


CUARTO: ENVIAR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
      ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON

� Sentencia T-407-2017 


� M.P. Alejandro Linares Cantillo.


� Sobre el particular, la Corte en la sentencia T-290 de 2016, M.P. Alberto Rojas Ríos, señaló que “Si bien el Registro Único de Víctimas absorbió el Registro Único de Población Desplazada que regulaba el artículo 4º del Decreto 2569 de 2000, esta población es solo una parte dentro del universo de víctimas que integra el RUV y que son destinatarias de las medidas establecidas en la Ley 1448 de 2011, sin que el RUV constituya una base de datos de toda persona víctima de un acto de violencia, en tanto el artículo 3 de la citada ley delimita el grupo de víctimas para las cuales se ha establecido el mencionado instrumento. La Corte Constitucional ha señalado que el Registro Único de Víctimas (RUV) es una herramienta de carácter técnico, que no define u otorga la condición de víctima, sino que la reconoce para efectos de identificar a los destinatarios de determinadas medidas encaminadas a la protección, respeto y  garantía de sus derechos. Por ello se ha sostenido que la condición de víctima del conflicto armado interno genera el derecho a ser registrada como tal de forma individual o con su núcleo familia”. En el mismo sentido, reconoció la sentencia T-478 de 2017, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado que “el Registro Único de Víctimas (RUV) es una herramienta administrativa de gran importancia, pues ella materializa la realización del derecho fundamental de las víctimas del desplazamiento forzado a ser reconocidas como tales y soporta el procedimiento de registro de las víctimas, que se encuentra a cargo de la UARIV. En su labor, dicha institución debe observar los principios de favorabilidad, buena fe, confianza legítima y prevalencia del derecho sustancial, entre otros. Por ende, para la inclusión en el RUV únicamente pueden exigirse los requisitos que la ley prevé expresamente”.


� Ver, sentencia sentencias T-175 de 2005, M.P. Jaime Araújo Rentería; T-740 de 2004 y T-328 de 2007 M.P. Jaime Córdoba Triviño.


� Sentencia T-553 de 2008


� Sentencia T-310 de 1995
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